
BOJA núm. 137Sevilla, 27 de noviembre 2001 Página núm. 19.075

de inocencia, reconocido a todo acusado en el artículo 24.2
de la Constitución, constituye uno de los derechos fundamen-
tales de la persona que vincula a todos los poderes públicos,
es de aplicación inmediata y constituye uno de los principios
básicos de nuestro ordenamiento jurídico. Dicho principio
desenvuelve su eficacia cuando existe una falta absoluta de
pruebas o cuando las practicadas no reúnen las garantías debi-
das. Junto a la exigencia de una válida actividad probatoria,
constituye otra premisa fundamental de este principio que la
carga probatoria pesa sobre la acusación, así como la valo-
ración de la prueba es competencia propia y exclusiva del
órgano judicial. Debe decirse, por último, que la prueba des-
virtuadora de la presunción de inocencia -en cuanto presunción
‘iuris tantum’- tiene por objeto, obviamente hechos, en un
doble aspecto: De un lado, la existencia del hecho punible
y, de otro, la participación del acusado en el mismo. Como
se desprende de cuanto queda dicho, la presunción de ino-
cencia queda destruida por la prueba apreciada libremente
por el juzgador.

V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa y así se expresa, la sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando
dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”.

Junto con la existencia de una infracción creada y tipi-
ficada por la Ley, el ejercicio efectivo de la potestad sancio-
nadora de la Administración precisa de un sujeto pasivo al
que se impute su comisión, ya que solamente en base a la
constatación en el procedimiento administrativo de ambas cir-
cunstancias podrá serle impuesta por la autoridad competente
la correspondiente sanción administrativa.

Y así se expresa también la sentencia del Tribunal Supre-
mo de 5 de junio de 1989:

“dado el carácter cuasi penal de la actividad administrativa
sancionadora, uno de los elementos esenciales para la exis-
tencia de infracción es la culpabilidad del sancionado, cul-
pabilidad apreciable en toda la extensión de sus diversas gra-
duaciones, de dolo y clases de culpa”.

También es concluyente al respecto la sentencia del Tri-
bunal Supremo de 12 de marzo de 1990 que dispone:

“Las contravenciones administrativas no pueden ser apli-
cadas nunca de un modo mecánico, con arreglo a la simple
enunciación literal, ya que se integran en el supra-concepto
del ilícito, cuya unidad substancial es compatible con la exis-
tencia de diversas manifestaciones fenoménicas, entre las cua-
les se encuentra tanto el ilícito administrativo como el penal;
ambos ilícitos exigen un comportamiento humano, positivo
o negativo, una antijuricidad, la culpabilidad y el resultado
potencial o actualmente dañoso y relación causal entre ésta
y la acción, resultando claro que las directrices estructurales
del ilícito tienden en el ámbito administrativo, a conseguir

la individualización de la responsabilidad y vedan una res-
ponsabilidad objetiva”.

En igual sentido se expresa la sentencia del mismo Tri-
bunal de 5 de diciembre de 1987. Igualmente, la sentencia
del Tribunal Constitucional de 28 de abril de 1990, número
76/90, aunque referida al procedimiento sancionador en mate-
ria tributaria mantiene que en materia de infracciones admi-
nistrativas “sigue rigiendo el principio de culpabilidad (por dolo,
culpa o negligencia grave y culpa o negligencia leve o simple
negligencia)”.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos
y Actividades Recreativas; la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, así como las demás nor-
mas de especial y general aplicación, resuelvo desestimar el
recurso interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 30 de octubre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 30 de octubre de 2001, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don José Solano Marcé, en
representación de Dimarec, SL, contra la resolución
por la que se denegaba una solicitud de canje -con
autorización de instalación- de una determinada
máquina recreativa.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado «Recreativos Serotri, S.L.», contra resolución del
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Sevilla, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla a 31 de julio de 2001.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 13 de diciembre de 2000 el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla
dictó resolución por la que se denegó una solicitud de canje
-con autorización de instalación-, utilizando la matrícula
SE-2355 para el establecimiento denominado «La Estación»,
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sito en C/ Manuela Alvarez, núm. 9, en la localidad de Puebla
del Río (Sevilla), presentada por el recurrente en la Delegación
del Gobierno con fecha 19 de septiembre de 2000.

El fundamento de tal denegación consistió en que, con-
sultado el sistema informático de Juegos y Espectáculos Públi-
cos el día 28 de noviembre de 2000, se comprobó la ins-
talación en dicho establecimiento de la máquina recreativa
perteneciente a la empresa operadora «Recreativos Serotri,
S.L.», concretamente la SE-7884. Todo ello de acuerdo con
los artículos 47.1, 48.2.b) y 49.1 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar, aprobado por el Decreto 491/1996,
de 19 de noviembre.

Segundo. Contra la citada resolución el recurrente inter-
puso recurso de alzada cuyas alegaciones, por constar en el
expediente, se dan por reproducidas.

Tercero. Con fecha 27 de marzo de 2001 se dio salida
a un escrito de la Consejería de Gobernación por el que se
daba traslado del recurso a la entidad denominada «Recrea-
tivos Serotri, S.L.», con el fin de que, en un plazo de diez
días, formulase las alegaciones que estimara convenientes.
Todo ello de acuerdo con lo previsto en el artículo 110.2
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Cuarto. Con fecha 19 de abril de 2001, la entidad Recrea-
tivos Serotri, S.L., presentó sus alegaciones que, resumida-
mente, se exponen:

1. Que la solicitud de canje -con comunicación de ins-
talación- presentada con fecha 8.2.2000 fueron firmadas tanto
por la propia empresa operadora como por el titular del
establecimiento.

Con posterioridad, el 19 de abril de 2000 se expidió el
correspondiente boletín, lo que acredita el derecho de dicha
empresa para explotar la máquina durante tres años, desde
la fecha de la autorización de instalación.

2. La solicitud de no renovación se presentó por la entidad
recurrente «Dimarec, S.L.», cuando aún no podía darse por
extinguido el derecho del recurrente (se entiende referido a
Recreativos Serotri, S.L.).

3. Que la Consejería de Gobernación dictó con fecha 1
de agosto de 2000 resolución estimatoria del recurso de alzada
interpuesto por «Rtvos. Serotri, S.L.», por considerar que la
autorización de instalación concedida con fecha 19 de abril
de 2000, debía estar vigente hasta el día 17 de febrero de
2002, fecha en que expiraba la correspondiente a la máquina
reemplazada.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

I I

En primer lugar se ha de señalar que en el artículo 4.1.c)
de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza por disponer que
«requerirán autorización administrativa previa, en los términos
que reglamentariamente se determinen, la organización, prác-
tica y desarrollo de los (...) juegos (...) que se practiquen
mediante máquinas de juego puramente recreativas, las recrea-
tivas con premio y las de azar», señalándose expresamente,
en su artículo 25: «las máquinas recreativas clasificadas en
este artículo deberán estar inscritas en el correspondiente

Registro de Modelos, estar perfectamente identificadas y contar
con un boletín de instalación debidamente autorizado, en los
términos que reglamentariamente se determinen».

De acuerdo con esta remisión al reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
reglamentaria establece que «Las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía de Cir-
culación, del documento de matrícula, del boletín de insta-
lación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento». Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Entre ellos destacamos que el artículo 43.1 del Regla-
mento establece que: «La autorización de instalación consistirá
en la habilitación administrativa concedida por la Delegación
de Gobernación de la provincia a la empresa titular de la auto-
rización de explotación, para la instalación individualizada de
una máquina en un determinado establecimiento».

Por su parte, el artículo 47, apartado primero, de la citada
norma reglamentaria dispone que la expedición y sellado del
boletín de instalación de máquinas recreativas, como las B.1.,
se realizará para una sola empresa de juego para cada uno
de los establecimientos -como el que nos ocupa-, y habilitará
para tener instalada la máquina un mínimo de tres años desde
su expedición y sellado, salvo que se extinga por alguna de
las causas recogidas en el Reglamento.

El artículo 48.2.b) del citado Reglamento señala que uno
de los lugares donde se podrá instalar máquinas recreativas
tipo B-1, en los locales y dependencias destinados a la acti-
vidad pública de bar o cafetería, restaurante o similares, sujetos
al Impuesto de Actividades Económicas como tales.

Por otra parte, el artículo 49.1 de la señalada anterior-
mente norma reglamentaria dispone: «(...) La instalación de
máquinas de tipo B-1 o recreativas con premio en este tipo
de establecimientos solamente podrá llevarse a cabo por una
empresa operadora».

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas,
y teniéndose en cuenta que estamos ante una máquina tipo
B.1 y un bar, las siguientes conclusiones. En primer lugar,
la necesidad de contar, para la explotación de la máquina
recreativa, con el boletín de instalación. En segundo lugar,
que la duración mínima -y salvo excepciones- de una auto-
rización de instalación es de tres años. En tercer lugar, que
en un bar sólo podrá instalar máquinas B-1 una sola empresa
operadora.

I I I

Es preciso recordar que el acto que se recurre es la reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Sevilla de fecha 13 de diciembre de 2000, por
la que se denegaba una determinada solicitud de autorización
de instalación. El fundamento de tal resolución obedecía a
que en el citado establecimiento se encontraba instalada una
determinada máquina (matrícula SE-7884) perteneciente a
la empresa operadora Recreativos Serotri, S.L. Dicha circuns-
tancia impedía, de acuerdo con los artículos 47.1, 48.2.b)
y 49.1 del Reglamento de Máquinas, la instalación de otra
máquina perteneciente a otra empresa operadora.

Para valorar el acierto o no de la resolución impugnada,
es necesario analizar dicho fundamento, debiéndose recordar
para ello una serie de antecedentes:

1. Con fecha 29.9.1999 el titular del establecimiento
solicitó la no renovación de las dos máquinas pertenecientes
a la empresa Recreativos Serotri, S.L., instaladas en su esta-
blecimiento (concretamente las máquinas con matrículas
SE-7888 y SE-284).
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2. Con fecha 17.11.1999 la Delegación se pronuncia
sobre tal solicitud -denegándola-, pero sólo lo hace con res-
pecto a la máquina con matrícula SE-7888.

3. Con fecha de registro 27.12.1999 el titular del esta-
blecimiento interpone un recurso de alzada, en el que sólo
alega respecto a la máquina SE-7888.

4. Con fecha 7.7.2000 se estima el recurso interpuesto,
pronunciándose sólo sobre la máquina SE-7888 (aunque mez-
cla erróneamente algunos datos correspondientes a la máquina
con matrícula SE-284).

Una vez expuesta esta cronología de los antecedentes,
se llega a una primera conclusión obvia, y la cual no es otra
que la consistente en la falta de pronunciamiento de la Dele-
gación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla acerca
de la máquina con matrícula SE-284, sin que conste la razón
de esta inactividad.

Respecto a las llamadas «solicitudes de no renovación»,
es preciso indicar que el artículo 47.3 del Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar diseña un mecanismo por
el que cualquiera de las partes, al término de la vigencia de
la autorización de instalación, puede evitar la prórroga de la
misma. Para ello basta presentar una «comunicación» con
una determinada antelación. Es decir, no se trata de una soli-
citud de no renovación, en la que el derecho se origina tras
el pronunciamiento positivo por parte de la Administración,
sino que el derecho surge tras la presentación de la «comu-
nicación» y al término de la vigencia de la autorización de
instalación.

Por tanto, presentada una «comunicación» y llegado el
término de la vigencia de la autorización de instalación -sin
que la Delegación se haya pronunciado en contra al respecto-,
el comunicante podrá exigir el derecho de no instalación que
le corresponde. Todo ello sin menoscabo de que, posterior-
mente, la Administración dicte un acto donde, una vez com-
probados los requisitos, se tenga o no por producida la
prórroga.

LLegados a este punto, el siguiente consiste en analizar
la vigencia de la autorización de instalación correspondiente
a la máquina con matrícula SE-7884.

En primer lugar, la autorización de instalación SE-7884,
de fecha de expedición 19.4.2000, deriva de una solicitud
de canje con comunicación de instalación, efectuada por la
empresa operadora Recreativos Serotri, S.L., con fecha de pre-
sentación 8 de febrero de 2000. Dicha solicitud aparece fir-
mada por el titular del establecimiento.

Dado el contenido de la solicitud -canje con comunicación
de instalación-, y del hecho de que el mismo día 8.2.2000
se comunicase la instalación de la máquina con matrícula
SE-284 en otro establecimiento (Bar Venancio), se considera
que se trata de la sustitución de una máquina (SE-284) por
otra (SE-7884), utilizando una matrícula ya existente. Es decir,
se utiliza conjuntamente un procedimiento regulado en el artí-
culo 29 con otro regulado en el artículo 44.2, ambos del
Reglamento.

Del examen de las solicitudes presentadas el día 8.2.2000
por la empresa Recreativos Serotri, S.L., se deduce que la
voluntad de la empresa operadora no es otra que la de sustituir
una máquina por otra, con carácter inmediato y para el Bar
Estación (existe una sustitución y se utilizan comunicaciones).
No obstante, se hace un inciso consistente en resaltar el hecho
de que la solicitud para el citado establecimiento reúna dos
procedimientos (arts. 29 y 44.2), debía originar la pérdida
de algunos efectos previstos para el artículo 44.2 -no se puede
instalar la máquina hasta que no sea autorizado el canje,
es decir hasta la expedición de la nueva autorización de
instalación-.

Como resultado de ello, el plazo de validez temporal de
la autorización de instalación para la máquina SE-7884 debe
de tener como punto inicial al de la máquina SE-284 y no
la fecha de su expedición (SE-7884). En este mismo sentido,

aunque errando en la fecha de inicio del cómputo (como se
verá más adelante, no es la del 17.2.1999), se expresa el
informe de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla de fecha 22 de enero de 2001, el cual indica
expresamente:

«(...) El 19.4.2000 se produjo un cambio de instalación
de esta máquina -se refiere a la de matrícula SE-284- por
la SE007884 (que es la única que actualmente tiene váli-
damente concedido el boletín de instalación) al amparo de
lo establecido en el artículo 44.2 del citado Reglamento, expi-
diéndose el boletín por “el período restante de la máquina
reemplazada, esto es, hasta el 17.2.2002” (...)». Dicho infor-
me coincide con una comunicación del Jefe del Servicio de
Juego de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla, dirigida a Recreativos Serotri, S.L., de fecha
17.1.2001.

Y todo ello pese a que aparece la firma del titular del
establecimiento en la solicitud, hecho que en este supuesto
y porque existen otros datos que apuntan que se trata de
una sustitución -presentación simultáneas de comunicaciones
de instalación (y canje)- no puede ser interpretada en el sentido
de iniciar un nuevo período de vigencia de tres años a partir
de la expedición de la correspondiente autorización de ins-
talación. Sobre esta cuestión es conveniente señalar que en
otra solicitud de canje -sin autorización de instalación-, es
decir, un canje puro, presentada por la misma empresa ope-
radora y para el mismo establecimiento con fecha 26 de enero
de 1999 en la Delegación, también aparece la firma del titular
del establecimiento, circunstancia totalmente innecesaria, e
intrascendente en relación a la vigencia de la autorización
de instalación, tal y como se desprende del artículo 29 del
Reglamento.

Así parece entenderlo -y valga como confirmación- hasta
la propia empresa «Recreativos Serotri, S.L.», de cuya ale-
gación tercera -en relación con el «solicita»- (alegaciones en
vía de recurso), se deduce que su solicitud de canje -con
comunicación de instalación- de 8 de febrero de 2000 se
fundamenta en una sustitución de máquinas (art. 44.2 del
Reglamento) -además del canje-. Y ello porque hace suyo
-y solicita el mantenimiento- del período de validez señalado
en una comunicación -coincidente con el informe anterior-
mente indicado- (no en el recurso de alzada), emitido con
posterioridad por el Jefe del Servicio de Juego de la Delegación
del Gobierno de la Junta de Andalucía de fecha 17 de enero
de 2001 -el cual incluso adjunta-.

En dicha comunicación -aunque yerra sobre la fecha de
inicio del cómputo de los tres años, tal y como se verá pos-
teriormente- comienza el cómputo de la vigencia de los tres
años no con la expedición de la autorización de instalación
(19.4.2000) correspondiente a la solicitud de canje -con
comunicación de instalación- de 8 de febrero de 2000, sino
desde la expedición de una autorización de instalación con-
cedida a la máquina que se sustituye, SE-284, el día 17
de febrero de 1999 (con lo que el día final sería el 17 de
febrero de 2002). Como conclusión, se deduce que «Recrea-
tivos Serotri, S.L.», acepta que se trata de una sustitución
de una máquina por otra.

Téngase en cuenta, además, que no estaría reñido con
la lógica el que el titular del establecimiento -aún pensando
que no estaba vigente la autorización de instalación de la
máquina SE-284- quisiera sustituir un modelo de máquina
por otro que le reportara mayor beneficio económico mientras
la Administración se pronuncia sobre su «comunicación».

I V

A continuación es preciso analizar el origen de la auto-
rización de instalación correspondiente a la matrícula SE-284
expedida con fecha 17 de febrero de 1999. Dicha autorización
de instalación procede de un canje -sin cambio de instalación
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presentado en la Delegación con fecha 26.1.1999, dispo-
niendo hasta aquel momento de una autorización de insta-
lación de fecha 7.5.1991.

De acuerdo con este planteamiento y con lo previsto en
los artículos 29 y 47.2.a) y la disposición transitoria primera,
apartado primero, del Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar, el inicio del cómputo de la correspondiente auto-
rización de instalación sería el de 31 de diciembre de 1996,
finalizando el 31 de diciembre de 1999. Todo ello al con-
siderarse que el canje -sin cambio de instalación- no afecta
al período de vigencia de la autorización de instalación, expi-
diéndose un nuevo boletín al sólo objeto de reflejar en dicho
documento los datos de la nueva máquina. Téngase en cuenta
que en las solicitudes de este tipo no es un requisito exigible
la firma del titular del establecimiento, circunstancia que de
existir no debe tener trascendencia alguna en cuanto a la vigen-
cia de la autorización de instalación -por ejemplo considerar
que se inicia un nuevo período de tres años-, ya que ello
supondría ir en contra de lo previsto en el Reglamento en
cuanto al canje.

Por último, sólo indicar que como resulta de lo anterior-
mente expuesto, el Jefe del Servicio de Juegos y Espectáculos
Públicos de la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía, en su escrito -ya mencionado- de fecha 17 de enero
de 2001 y dirigido a Recreativos Serotri, S.L. -presentado por
la misma empresa operadora-, erró a la hora de señalar el
inicio del cómputo de los tres años de la autorización de ins-
talación correspondiente a la máquina SE-284 -17 de febrero
de 1999-. El momento correcto, tal y como se ha indicado
-es el de 31 de diciembre de 1996- por aplicación de la
disposición transitoria primera, apartado primero, del Regla-
mento.

Todo ello, teniéndose en cuenta que la naturaleza del
escrito del Jefe del Servicio, dada la fecha de su emisión
(17.1.2001) -posterior a la de la resolución impugnada
(30.12.2000)- y el orden jerárquico del órgano emisor, habría
que entenderla, por deducción, como integrante de la pro-
puesta de resolución y, por tanto, como parte de la propia
resolución impugnada.

V

Por tanto, una vez comprobado que la Delegación no
se había pronunciado sobre la solicitud del titular del esta-
blecimiento acerca de la máquina con matrícula SE-284, lle-
gado el término de la vigencia de la autorización de instalación
de la citada máquina (31.12.1999), el titular del estable-
cimiento dispuso de un derecho a la instalación de máquinas
pertenecientes a otra empresa operadora. Todo ello sin menos-
cabo de que la Delegación se hubiera podido pronunciar, pos-
teriormente, acerca de si la comunicación reunía los requisitos.

Pues bien, la Delegación no se pronunció directamente
acerca de dicha cuestión pero sí denegó la autorización de
instalación presentada por otra empresa, circunstancia que
lleva implícito un pronunciamiento acerca de la primera
cuestión.

De la documentación obrante en este expediente, se dedu-
ce que el recurrente reunía los requisitos para considerar que
no había lugar a la prórroga de la autorización de instalación
correspondiente a la máquina SE-284. Consecuentemente,
y al derivar de ésta, tampoco estaría vigente la autorización
correspondiente a la máquina SE-7884 en el momento en
que se dictó la resolución impugnada -a través de este recurso-,
demostrándose con ello que ésta ha sido errónea y desapa-
reciendo, por tanto, el obstáculo señalado en la misma para
la concesión de lo solicitado -canje con cambio de autorización
de instalación-.

Por último, y carente de trascendencia, sólo indicar que
en la autorización de instalación de fecha 7 de mayo de 1991
y en la de 17 de febrero de 1999, el número del domicilio
del establecimiento no coinciden -en uno es el núm. 0 y en

otro es el 9 de la calle Manuela Alvarez-. A ello se le añade
el hecho de que a lo largo del expediente se observa, en relación
con el domicilio, una veces consta el núm. 7 y, en otras oca-
siones, el núm. 9 de la misma calle, apareciendo en docu-
mentos diferentes -IAE y licencia de apertura-, números dife-
rentes. Dada la proximidad numérica, que el establecimiento
tiene la misma denominación -Bar La Estación-, y que este
punto no ha sido objeto de controversia, se llega a la misma
conclusión indicada anteriormente.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación, resuelvo estimar el recurso interpuesto
por don José Solano Marcé en nombre y representación de
la entidad «Dimarec, S.L.», dejando sin efecto, consecuen-
temente, la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 30 de octubre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 30 de octubre de 2001, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por Adysher Car, SL, contra la
Resolución recaída en el expte. 512/98.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Adysher Car, S.L.», contra Resolución del Ilmo.
Sr. Delegado Pronvicial de la Consejería de Trabajo e Industria
en Granada, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el Recurso de Alzada interpuesto por “Adysher Car,
R, S.L.”, contra Resolución de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria en Granada, de fecha
21 de enero de 1999, recaída en expediente sancionador
núm. 512/98, instruido por infracción en materia de protección
al consumidor.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Con fecha 19.1.98, se recibió en la Delegación
Provincial Hoja de Reclamaciones núm. 2763176, acordán-
dose el 20.8 la incoación de expediente.

Solicitado por el Servicio de Consumo copia del escrito
de contestación a la reclamación formulada contra la empresa
recurrente, y que le fue requerida el día 4 de marzo de 1998,
se le concedió un plazo de 10 días para la aportación de
la citada copia. Transcurrido el plazo se constató que la misma
no se había efectuado, lo que constituye un acto de obs-
trucción.

Notificado el correspondiente Acuerdo, el interesado no
evacuó el trámite de contestación, teniendo aquél la consi-


